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DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 11.072
ESTADOS UNIDOS
21 de julio de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
Francisco Ruiz, Brian Wolfe, Ignacio Méndez-Pulido, Ramón García, Rogelio Hernández Álvarez y María Juana Contreras
PETICIONARIOS: 
Center for Human Rights and Constitutional Law, American Friends Service Committee, League of United Latin American Citizens, Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, A.C., y Academia Mexicana de Derechos Humanos
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos I, II, V, XVII, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“Declaración Americana”) 

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
19 de octubre de 1992
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 12 de agosto de 1992 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (“la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una denuncia presentada por el Center for Human Rights and Constitutional Law, el American Friends Service Committee, la League of United Latin American Citizens, la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, A.C., y la  Academia Mexicana de Derechos Humanos (conjuntamente, “los peticionarios”) contra Estados Unidos de América (“Estados Unidos” o “el Estado”) en representación de Francisco Ruiz, Brian Wolfe, Ignacio Méndez-Pulido, Ramón García, Rogelio Hernández Álvarez y María Juana Contreras (“las presuntas víctimas”), todas de nacionalidad mexicana, excepto el señor Wolfe, nacional estadounidense.
2. En su denuncia, los peticionarios alegan la responsabilidad internacional de Estados Unidos por una práctica de graves violaciones a los derechos humanos en la frontera con México a través del uso injustificado de la fuerza.  Indican que el Servicio de Inmigración y Naturalización estadounidense (U.S. Immigration and Naturalization Service) y la patrulla fronteriza estadounidense (Border Patrol) han tolerado y por lo tanto alentado actos de violencia física y verbal, uso abusivo de armas de fuego y actos de racismo contra inmigrantes, refugiados y ciudadanos estadounidenses que circulan en áreas próximas a la frontera con México.  Señalan al respecto que esta política de “puño de hierro” ha resultado en una escalada de violencia a lo largo de la frontera y en la muerte innecesaria de varios nacionales mexicanos.
3. A continuación se detallarán los hechos alegados, ocurridos entre 1978 y 1989, respecto de cada una de las presuntas víctimas.  En relación con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, los peticionarios alegan que, debido a la situación de indigencia, al temor a ser deportados y a la falta de conocimiento de sus derechos, pocos migrantes víctimas de las mencionadas violaciones buscan reparación en las cortes estadounidenses.  Asimismo, señalan que las acciones de reparación raras veces son exitosas debido a las complejidades del sistema estadounidense y a las diferentes “inmunidades” judiciales de que gozan los agentes de la patrulla fronteriza.
4. De acuerdo a los peticionarios, el 28 de marzo de 1989 Francisco Ruiz recibió dos tiros al intentar proteger a su esposa del ataque de un agente de la patrulla fronteriza estadounidense mientras ingresaban ilegalmente a los Estados Unidos.  La presunta víctima habría sido acusada y juzgada por el delito de agresión a un agente de policía y posteriormente absuelta.  Indican que la presunta víctima y su esposa iniciaron una acción contra Estados Unidos, que habría sido rechazada en primera instancia.  Señalan asimismo que dicha decisión no pudo ser recurrida debido a la falta de recursos económicos de la presunta víctima.
5. Sostienen los peticionarios que el 10 de diciembre de 1989 Brian Wolfe habría sido abordado por una patrulla fronteriza cuando se encontraba en su vehículo en el estado de California.  Al salir del vehículo habría sido golpeado fuertemente por uno de los agentes, lo cual le habría provocado lesiones permanentes en el cuello y hombro.  Los peticionarios señalan asimismo que las acciones presentadas contra los agentes fueron desfavorables y que, debido a la escasez de recursos económicos, no pudo recurrir la decisión.  En relación con Ignacio Méndez-Pulido, manifiestan que el 21 de diciembre de 1987 recibió dos tiros de agentes de la patrulla fronteriza.  Indican que la presunta víctima quedó parapléjica.  Señalan además que la U.S. District Court for the Southern District of California consideró justificado el uso de la fuerza letal por parte de los agentes.  Debido a su condición de indigente, la presunta víctima no habría podido recurrir la decisión.
6. Respecto a Ramón García, indican los peticionarios que el 14 de diciembre de 1982 fue baleado por un agente de la patrulla fronteriza mientras intentaba ingresar ilegalmente a los Estados Unidos.  La corte federal, ante una demanda presentada por la presunta víctima, habría ordenado una indemnización de US$ 2,1 millones en concepto de daño; sin embargo, posteriormente la Corte de Apelaciones revirtió la decisión y rechazó la demanda.  La presunta víctima falleció posteriormente como consecuencia de las lesiones sufridas.  Rogelio Hernández Álvarez habría sido herido por un tiro proveniente de un agente de la patrulla fronteriza mientras se encontraba en territorio mexicano.  Indican los peticionarios que la presunta víctima aún tiene el proyectil en la cadera y que ha perdido el movimiento del pie izquierdo.  Debido a la falta de recursos económicos, no habría presentado recurso alguno en la jurisdicción interna.
7. El 6 de mayo de 1978 María Juana Contreras, quien estaba embarazada de ocho meses y medio, fue abordada por agentes de migración al cruzar la frontera en un vehículo con otras personas.  La presunta víctima habría sido interrogada por agentes de migración debido a que su acompañante estaba indocumentada.  Señalan los peticionarios que la señora Contreras se desvaneció durante el interrogatorio y que, al llegar al hospital, el médico determinó que había fallecido hacía diez o quince minutos y que se trató de un ataque al corazón causado por el estrés del interrogatorio.  Los familiares presentaron una demanda por daños y perjuicios contra los oficiales de migración y el gobierno de los Estados Unidos.  Señalan los peticionarios que la corte estableció que los agentes fueron negligentes al no haber proporcionado asistencia médica oportuna, pero no ordenó indemnización alguna a favor de los familiares.  La decisión fue confirmada por la Corte de Apelaciones.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

8. En su repuesta original y en las comunicaciones posteriores, el Estado solicitó a la Comisión Interamericana que declarara la petición inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos internos.  Respecto a los alegatos sobre excepción al agotamiento con base en la indigencia de las presuntas víctimas, el Estado sostiene que corresponde a éstas probar la imposibilidad de obtener asistencia legal.  Señala que en los Estados Unidos hay una extensa red que provee asistencia legal gratuita o a un costo mínimo, muchas de las cuales se encuentran en el área de los alegados incidentes y cuentan con profesionales bilingües inglés – español.  Destaca además que la legislación permite la exoneración de algunos costos judiciales en las cortes federales.  
9. Por otra parte, sostiene el Estado que los propios peticionarios indican que “algunas” de las presuntas víctimas carecen de medios económicos para litigar ante los tribunales estadounidenses.  Alega a su vez que el hecho que los peticionarios hayan logrado obtener asistencia legal para presentar una petición ante la CIDH demuestra que también tenían la posibilidad de obtener asistencia para litigar ante las cortes estadounidenses.  Concluye al respecto que existen en el sistema judicial estadounidense recursos efectivos y accesibles a las presuntas víctimas, y que éstas no probaron las gestiones realizadas para la obtención de asistencia legal.
10. Manifiesta además el Estado que los agentes de la patrulla fronteriza no gozan de inmunidades judiciales como lo afirman los peticionarios, ya que son susceptibles de ser demandados en caso de violación a derechos claramente establecidos.  Sostiene en tal sentido que todas las presuntas víctimas, con excepción del señor Hernández Álvarez, intentaron al menos obtener algún tipo de reparación en la jurisdicción estadounidense, recibieron un juicio justo e imparcial, y no se les negó la oportunidad de presentar sus alegatos de fondo.  
11. Respecto a la señora María Juana Contreras, representada por el señor Félix Contreras, alega el Estado que el asunto es inadmisible por los motivos señalados ut supra, pero además por extemporaneidad, dado que la decisión de la Fifth Circuit United States Court of Appeals fue emitida el 28 de diciembre de 1984.   
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

12. La petición fue recibida el 12 de agosto de 1992.  Mediante nota de fecha 19 de octubre de 1992 la CIDH transmitió las partes pertinentes al Estado y solicitó que presentara sus observaciones en el plazo de 90 días.  La respuesta fue recibida el 25 de agosto de 1993 y debidamente trasladada a los peticionarios, quienes respondieron el 13 de enero de 1996. El 8 de mayo de 1996 se recibieron las observaciones del Estado.  El 10 de octubre de 1996, durante su 93º período ordinario de sesiones, la Comisión Interamericana celebró una audiencia pública sobre el presente asunto.  El 13 de febrero de 1997 se recibió una comunicación del Estado con información solicitada por la Comisión Interamericana durante la audiencia.  
13. Con el propósito de actualizar la tramitación de la petición, el 15 de abril de 2009 la CIDH solicitó a los peticionarios que enviaran información actualizada en el plazo de un mes. Se indicó a los peticionarios en la comunicación que en caso de no recibir respuesta, la Comisión decidiría sobre el archivo de la petición.  Dicha solicitud fue reiterada el 15 de febrero de 2011.  Al momento de adopción del presente informe, los peticionarios no habían respondido a las mencionadas solicitudes de la CIDH.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

14. El artículo 42 del Reglamento de la CIDH establece que, en cualquier momento del procedimiento, la Comisión Interamericana podrá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso.  De igual modo, la disposición indica que se podrá archivar un caso cuando no se disponga de la información necesaria para tomar una decisión.

15. En el presente caso han transcurrido más de dieciocho años desde el inicio del trámite y catorce desde la última información enviada por las partes.  Asimismo, la CIDH solicitó en dos oportunidades información actualizada a los peticionarios, quienes a la fecha no han respondido. 

16. En consecuencia, al momento de la redacción del presente informe la CIDH no cuenta con información actualizada que le permita adoptar una decisión final sobre las alegadas violaciones.  Por lo tanto, de conformidad con el artículo 42 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide archivar la presente petición.
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.





